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CON PROYECTO DE DECRETO, QUE MODIFICA LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 82 Y ADICIONA UN PÁRRAFO CUARTO AL ARTÍCULO 116, FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PRESENTADA POR EL DIPUTADO LUIS MALDONADO VENEGAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE CONVERGENCIA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 9 DE JUNIO DE 2004 

El suscrito, diputado a la LIX Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, integrante del grupo parlamentario de Convergencia, en ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 55, 56, 62 y 63 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta ante esta honorable asamblea la iniciativa con proyecto de decreto a fin de establecer que los secretarios o subsecretarios de Estado, los jefes o secretarios generales de departamento administrativo, el procurador general de la República o el gobernador de algún estado puedan postularse para Presidente de la República separándose con un año de anticipación al día de la elección. 

Exposición de Motivos 

El proyecto constitucional del primer jefe del Ejército Constitucionalista, don Venustiano Carranza, presentado el 6 de diciembre de 1916 respecto al artículo 82 que formó parte del Capítulo III incorporado en el Título Tercero, denominado "Del Poder Ejecutivo", establecía en sus fracciones primera a sexta, como requisitos para ser Presidente los siguientes: 

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno goce de sus derechos, e hijo de padres mexicanos por nacimiento. 
II. Tener 35 años cumplidos al tiempo de la elección. 

III. Haber residido en el país durante todo el año anterior al día de la elección. 
IV. No pertenecer al estado eclesiástico ni ser ministro de algún culto. 

V. No estar en servicio activo, en caso de pertenecer al Ejército, noventa días antes del día de la elección. 
VI. No ser secretario o subsecretario de Estado, a menos que se separe de su puesto noventa días antes de la elección.

A las anteriores fracciones, la Comisión de Reformas a la Constitución adicionó una séptima, de acuerdo con el proyecto presentado por el diputado Bojórquez, el cual se aprobó por 149 votos, sin debate, el 25 y 27 de enero de 1917, incorporando al texto original la fracción séptima, relativa a: 

VII. No haber figurado, directa o indirectamente, en alguna asonada, motín o cuartelazo.

La primera reforma del artículo 82 fue presentada por un amplio grupo de legisladores, encabezados por el diputado Gonzalo N. Santos el 19 de octubre de 1926 y decretada por el Presidente Plutarco Elías Calles. Dicha reforma estableció como requisito para ser Presidente de la República "no estar en servicio activo, en caso de pertenecer al Ejército, un año antes del día de la elección" y no ser secretario o subsecretario de Estado ni gobernador de algún estado, territorio o del Distrito Federal, a menos que se separe de su puesto un año antes de la elección". Esta limitación nuevamente fue reformada en la época del Presidente Manuel Ávila Camacho, reduciéndose la temporalidad para retirarse del servicio activo a seis meses antes del día de la elección para el caso de quienes pertenecían al Ejército y a quienes ocupaban un puesto de secretario o subsecretario de Estado, jefe o secretario general de departamento administrativo, procurador general de la República o gobernador de algún estado o territorio. 

Posteriormente, durante el gobierno del Presidente Luis Echeverría Álvarez, y con la transformación de los territorios federales en entidades de la Federación, la fracción se modifica, eliminando la denominación de "territorio", pero manteniendo la exigencia de apartarse del puesto seis meses antes del día de la elección, para quedar la fracción VI del artículo 82 constitucional en los términos vigentes, que a la letra establece: 

Para ser Presidente se requiere: 

"VI. No ser secretario o subsecretario de Estado, jefe o secretario general del departamento administrativo, procurador general de la República ni gobernador de algún estado, a menos que se separe de su puesto seis meses antes del día de la elección."

Al respecto, vale la pena traer al presente los argumentos en que se sustentó el dictamen para aumentar en 1926 a un año el término de noventa días señalado para que se separasen de sus funciones los militares en ejercicio, los secretarios y subsecretarios de Estado y los gobernadores, a fin de poder ser candidatos a la Presidencia de la República y que a pesar de las décadas transcurridas sigue siendo la misma constante en nuestra vida democrática, ya que el principal motivo expuesto fue "por razones de moralidad política". El plazo de noventa días, señalaban los firmantes de la iniciativa -y cito textualmente-, "se considera insuficiente para eliminar por completo la influencia que dichos funcionarios pudieran hacer valer en las elecciones, con el propósito de hacer triunfar su candidatura". 

Hoy estamos siendo testigos de cómo las responsabilidades públicas que desempeñan algunos de los aspirantes a la Presidencia de la República en 2006 influyen en favor de la construcción de una imagen que les permite posicionarse en las preferencias de los potenciales electores con base en el cargo que desempeñan y para el cual fueron designados o electos y como otros u otras lo hacen por su cercanía con el poder; sin embargo, no son sus ideas, sus proyectos, su preparación ni su trayectoria, ni mucho menos sus logros, los elementos que pudieran estar orientando su eventual candidatura presidencial. 

Por eso, como ayer, la sociedad exige mayor claridad y transparencia en los procesos electorales, y desea que ningún servidor público se beneficie de una posición de privilegio frente a cualquier otro mexicano que aspire legítimamente a la Presidencia de la República. 

En ello estriba nuestro interés de impulsar esta reforma constitucional, en eliminar la tentación de utilizar el cargo público para impulsar proyectos personales y el uso mediático institucionalizado en favor de una eventual candidatura presidencial. 

La lucha del pueblo mexicano por el perfeccionamiento de nuestra democracia implica, para quienes tenemos la responsabilidad de legislar, establecer garantías de seguridad jurídica e igualdad a candidatos y partidos, para que los participantes en la contienda electoral no sean beneficiados con la estructura gubernamental a su cargo y que el acceso al poder público se determine única y exclusivamente por la voluntad popular expresada por los electores a través del voto en condiciones homogéneas de competencia política. 

Los mexicanos tenemos frente a 2006 la gran oportunidad de renovar los principios éticos a que los mexicanos concedemos valor y que deseamos privilegiar. Por ello los exhorto a que ampliemos de seis meses a un año el requisito para que los servidores públicos que aspiren a la más alta magistratura del país se retiren del encargo gubernamental que desempeñen, antes del día de la elección, modificando la Ley Fundamental con base en las consideraciones expuestas, pues de esta manera evitaremos -entre otros factores- confusión y se contribuirá a la claridad de los procesos internos de selección de candidatos de los diferentes partidos políticos y se evitará cualquier tentación de abuso del poder en la consecución de una probable candidatura presidencial. 

México necesita que quienes aspiren a la Presidencia de la República renuncien a sus cargos públicos con suficiente anticipación, para que tanto ellos como los partidos que los postulen no se vean beneficiados con la influencia que puedan recibir del Gobierno Federal o de alguno estatal. 

Por todo lo expuesto, presento a la consideración de la H. Comisión Permanente del Congreso de la Unión la iniciativa con proyecto de decreto por el que se modifica la fracción VI del artículo 82 y se adiciona un párrafo cuarto al artículo 116, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los siguientes términos: 

Decreto por el que se modifica la fracción VI del artículo 82 y se adiciona un párrafo cuarto al artículo 116, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los siguientes términos: 

Artículo 82. Para ser Presidente se requiere: 

I. a V. ... 

VI. No ser secretario o subsecretario de Estado, jefe o secretario general de departamento administrativo, procurador general de la República ni gobernador de algún estado, a menos que se separe de su puesto un año antes del día de la elección;
Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un solo individuo. 

Los poderes de los estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas: 

I. Los gobernadores de los estados no podrán durar en su encargo más de seis años... 

La elección de los gobernadores... 

Los gobernadores de los estados... 

Los gobernadores de los estados que aspiren a la Presidencia de la República deberán separarse de su encargo un año antes del día de la elección.
Dado en el Recinto de la Comisión Permanente, a 9 de junio de 2004. 

Dip. Luis Maldonado Venegas (rúbrica) 

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Junio 9 de 2004.) 
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